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Este artículo centra su estudio en la importancia que tiene el derecho a la libre 
competencia económica dentro de una economía de mercados que pretenda 
garantizar a los consumidores bienes de calidad y a precios justos, abordando 
para este fin los conceptos jurídicos que se desprenden de este derecho. 
Considerando comportamientos como la cartelización y el monopolio dentro 
del espectro de las prácticas anticompetitivas, y recopilando la evolución 
histórica moderna de la lucha jurídica en contra de estos flagelos restrictivos 
de la competencia económica alrededor del mundo, desde la expedición de la 
Sherman Act en Estados Unidos. Se hace un análisis del Principio de delación 
por beneficios como mecanismo fundamental en la protección del derecho a la 
libre competencia económica, recogiendo datos de la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económico en los que se muestra la experiencia 
internacional con este programa de amnistía por cooperación. Se enmarca la 
normatividad aplicable al principio de delación en Colombia desde su 
incorporación en la legislación en 2009, y se recogen las modificaciones más 
relevantes hasta la actualidad. Por último se hace una introducción somera a la 
teoría de juegos, y se ejemplifica una posible aplicación al principio de 
delación.  
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This article is based on the importance of the right to economic competences 
in consumer markets by guaranteeing quality goods at fair prices, by finding 
for this purpose the legal concepts that emerge from this right. Considering 
behaviors such as cartelization and monopoly within the spectrum of 
anticompetitive practices, and compiling the modern historical evolution of 
legal struggle against these scourges restrictive of economic competition 
around the world since the issuance of the Sherman Act in the United States. 
An analysis of the Principle of Benefit by delation as a fundamental 
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mechanism in the protection of the right to free economic competition is 
collected, collecting data from the Organization for Economic Cooperation 
and Development which shows the international experience with this amnesty 
program by cooperation. The normatively applicable to the principle of 
delation in Colombia is framed since its incorporation in the legislation in 
2009, and the most relevant modifications are collected until the present time. 
Finally, a brief introduction to game theory is made, and a possible application 
to the principle of deletion is exemplified. 
Key words: Free economic competition, Cartelization, Monopoly, Principle of 




Questo articolo si basa sullo studio e la importanza che ha il diritto sulla libera 
concorrenza economica in una economia di mercati che pretenda garantire ai 
consumatori beni di qualità a prezzi equi .  A tal fine prendiamo i concetti 
giuridici che ha questo diritto, tenendo in conto concetti come la 
cartellizzazione è il monopolio sullo  spettro di pratiche anticoncorrenziali e 
radunando la evoluzione storica moderna della lotta giuridica contro questi 
flagelli restrittivi della concorrenza economica nel mondo, dall'emissione dell 
atto di sherman in Stati Uniti. Si fa un analisi del principio di delazione per 
benefici come mecanismo fondamentale nella protezione del diritto alla libera 
concorrenza economica. Raccogliendo dati della organizzazione per la 
cooperazione e lo sviluppo economico in cui si vede la esperienza 
internazionale con questo programma di amnistia per cooperazione. Si rientra 
nella normalizzazione applicabile sul principio di delazione in Colombia dalla 
sua incorporazione nella legislazione nel 2009, e se raccolgono le modifiche 
più rilevanti fino ad oggi. Per ultimo si fa una introduzione superficiale alla 
teoria dei giochi e si esemplifica una possibile applicazione al principio di 
delazione. 
Parola chiave: Libera concorrenza economica, cartellizazione, monopolio, 





O presente artigo encontra-se focado na importância do direito à concorrência 
econômica livre em uma economia de mercado que busca garantir aos 
consumidores bens de qualidade e preços justos, abordando para esse fim os 
conceitos legais que emergem desse direito. Considerando comportamentos 
como cartelização e monopólio dentro do espectro das práticas 
anticompetitivas e compilando a evolução histórica moderna da luta legal 
contra esses flagelos restritivos da concorrência econômica em todo o mundo 
desde a emissão da Lei Sherman nos Estados Unidos. Uma análise do 
Princípio da Delimitação de Benefícios como mecanismo fundamental na 
proteção do direito à concorrência econômica gratuita é coletada, coletando 
El principio de delación por beneficios como mecanismo fundamental para la protección de la libre 
competencia económica y una breve aplicación de la teoría de juegos  3 
 
dados da Organização de Cooperação e Desenvolvimento Econômico, que 
mostra a experiência internacional com este programa de anistia por 
cooperação. A normatividade aplicável ao princípio da delação na Colômbia é 
enquadrada desde a sua incorporação na legislação em 2009, e as modificações 
mais relevantes são coletadas até o momento. Finalmente, uma breve 
introdução à teoria dos jogos é feita, e uma possível aplicação ao princípio da 
delação é exemplificada. 
Palavras chave: Livre concorrência econômica, Cartelização, Monopólio, 
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El presente documento forma parte de la investigación realizada para la obtención del título 
de Abogado de la Universidad Católica de Colombia en diciembre del año 2017. Se titula: el 
principio de delación por beneficios como mecanismo fundamental para la protección de la libre 
competencia económica y una breve aplicación de la teoría de juegos, lo cual sostiene la 
relevancia del imperio de la competencia económica libre e irrestricta en la búsqueda de 
fomentar una economía de mercado benefactora con los consumidores y posibles competidores, 
y la necesidad de suministrar herramientas jurídicas que faciliten a las entidades administrativas 
institucionales la detección y detención de comportamientos anticompetitivos. Se exponen el 
monopolio y la cartelización como mayores enemigos de una economía competitiva y saludable, 
a la vez que se hace un recorrido histórico por las medidas legales implementadas en la batalla 
antimonopolios moderna en Estados Unidos, la Unión Europea y Colombia. 
Fundamentalmente se examina el principio de delación por beneficios, proponiéndolo como 
indispensable en la salvaguarda de la libre competencia económica y sanción de transgresores. 
Se recogen datos proporcionados por la OCDE de la experiencia internacional desde la 
aplicación de la amnistía por delación en 1993, en cuanto a multas impuestas y carteles 
detectados alrededor del mundo. Además se estructura un marco normativo de la legislación 
aplicable a la delación en Colombia y se recopilan los cambios más significativos desde su 
implementación en 2009. 
Es imprescindible resaltar la teoría de juegos en virtud de una pequeña evaluación de eficacia 
a la amnistía por delación, a la luz de postulados como el dilema del prisionero en los juegos no 
cooperativos de suma no nula. Para esto se explica que son, en qué consisten y cómo funcionan 
los juegos, y sus diferentes variantes. Adicionalmente se busca proponer un juego con 
características similares al que pudiera presentarse entre unas entidades cartelizadas y la SIC. 
Por último se trae a colación el caso Kimberly Clark, siendo este uno de los más 
significativos de los últimos años, en razón de su confesa cartelización en el sector del papel 
higiénico, cuadernos y pañales, y su acogida al programa de delación por beneficios. 
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1. La libre competencia económica 
 
En los países capitalistas la libre competencia es un derecho que se da por sentado, debido a 
la naturaleza competitiva de este modelo económico. Sin embargo, como todo derecho, este ha 
sido objeto de análisis jurídico. Posiblemente, en mayor en medida que muchos otros, en razón 
de la complejidad teórica que en su campo de origen, la economía, este representa. 
En una sociedad cuya estructura económica se sustenta en el libre mercado, la competencia 
debe ser, así mismo, libre. Esto sustentado en objetos de estudio económicos tan básicos como 
las necesidades humanas; los recursos, tanto naturales como artificiales, son cuantificablemente 
limitados, mientras que los menesteres de los hombres son, por el contrario, ilimitados. Es así 
que la libre competencia se torna fundamental en el funcionamiento eficiente y sostenible de una 
economía con las anteriores características. 
La libre competencia económica, en su concepto, se entiende como la facultad posible y 
efectiva que ostentan los individuos en un mercado, de concurrir a él en disputa comercial frente 
a otros, con el objeto de ofertar bienes o servicios, en pro de un beneficio económico. En un 
mercado competitivo de gran escala, “la libre competencia permite obtener una asignación de 
recursos que sea socialmente óptima, a partir de algo tan simple como que cada participante de 
un mercado trate de maximizar sus propios beneficios y tenga que competir para hacerlo” 
(Agostini, 2007, pág. 4). Además, una competencia libre (en un mercado perfecto), no solo es 
eficaz respecto de la distribución social de recursos, sino que también obliga a buscar el máximo 
de eficiencia, -tanto asignativa como productiva
1
-, en el proceso de producción de bienes o 
prestaciones de servicios. Siendo esto un proceso de fortalecimiento industrial que escala de 
forma ascendente en un mercado, ya que para que una empresa sea competitiva respecto de otras, 
es necesario que los niveles de eficiencia de la una sean capaces de rivalizar con las demás, 
obligando de esta manera a una constante evolución técnica y productiva en su sector. 
                                               
1
  En palabras de Agostini, “la eficiencia asignativa se logra cuando los recursos son destinados al uso 
más valorado entre todos los usos posibles, es decir, el valor de un producto para los consumidores es 
igual, en el margen, al valor de los recursos utilizados para producirlo. En tanto, la eficiencia productiva 
se logra cuando los bienes se producen al mínimo costo posible, es decir, no es posible organizar los 
recursos en una forma distinta, tal que aumente la producción de un bien y no disminuya la producción 
de otro”. (2007, pág. 2) 
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No obstante, entendiendo la actividad económica y comercial como un circuito dinámico, 
donde quien en un sector es productor, en otro puede ser consumidor, la libre competencia 
gestiona, en pro del provecho individual, un beneficio social general.  
Agostini (2007), explica que dicho beneficio social se sustenta en razones sencillas, como 
por ejemplo: por una parte, el hallarse inmerso en una competencia económica obliga tanto a los 
individuos como a las empresas a proporcionar bienes y servicios de alta calidad, so pena de 
recibir precios más bajos que los que obtienen quienes si los ofrecen. Por otra parte, y como 
consecuencia de lo anterior, dichas empresas e individuos vendimian el fruto de la competencia, 
toda vez que por un lado las empresas logran hacerse a los insumos que requieren, y por otro 
lado los individuos consiguen una gran diversidad de calidades y precios para bienes y servicios 
(págs. 2-4). 
Es por esto que la libre competencia, como libertad económica, ha sido materia  de 
estructuración normativa y estudio jurisprudencial. Así las cosas, en Colombia es la propia 
Constitución Política la que abre las puertas a la libertad económica y de competencia, y la 
reconoce como derecho individual, en su artículo número 333, el cual consagra: 
Artículo 333. La actividad económica y la iniciativa privada son libres, dentro de los límites del bien 
común. Para su ejercicio, nadie podrá exigir permisos previos ni requisitos, sin autorización de la ley. 
La libre competencia económica es un derecho de todos que supone responsabilidades. 
La empresa, como base del desarrollo, tiene una función social que implica obligaciones. El Estado 
fortalecerá las organizaciones solidarias y estimulará el desarrollo empresarial. 
El Estado, por mandato de la ley, impedirá que se obstruya o se restrinja la libertad económica y 
evitará o controlará cualquier abuso que personas o empresas hagan de su posición dominante en el 
mercado nacional. 
La ley delimitará el alcance de la libertad económica cuando así lo exijan el interés social, el 
ambiente y el patrimonio cultural de la Nación.” (Constitución Política, 1991). 
Como se mencionó previamente la libertad económica se establece como un derecho 
individual, en cuanto respecta al acceso de los individuos a las actividades de competencia 
comercial. Aunque, la misma constitución también le da un carácter colectivo
2
, cuando tenga por 
objeto la defensa de los derechos o intereses de los consumidores de bienes y usuarios de 
servicios. Amén que el artículo 88 de la norma suprema colombiana establezca como adecuada 
                                               
2
 Véase sentencias C-815 de 2001 y C-369 de 2002 
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la acción popular para la protección de los derechos relacionados con la libre competencia 
económica y otros de similar naturaleza. 
En virtud de lo anterior, la Corte Constitucional (1997), a través de su jurisprudencia, estima 
la existencia de dos criterios de entendimiento para la libre competencia como derecho; el 
subjetivo y el objetivo, aclarando que: 
La libre competencia, desde el punto de vista subjetivo, se consagra como derecho individual que 
entraña tanto facultades como obligaciones. En una perspectiva objetiva, la libre competencia 
adquiere el carácter de pauta o regla de juego superior con arreglo a la cual deben actuar los sujetos 
económicos y que, en todo momento, ha de ser celosamente preservada por los poderes públicos, 
cuya primera misión institucional es la de mantener y propiciar la existencia de mercados libres. La 
Constitución asume que la libre competencia económica promueve de la mejor manera los intereses 
de los consumidores y el funcionamiento eficiente de los diferentes mercados. (Sentencia C-535). 
Ahora bien, a la luz del artículo 333 de la Constitución Política, la libertad económica 
comprende dentro de ella varios conceptos, pues esta se ramifica y encontramos, como primer 
derivado, la libre iniciativa, así como también la libre actividad económica, ambos conceptos 
subyugados al bien común. Por otro lado la libre competencia económica como derecho 
universal que intrínsecamente conlleva responsabilidades y la libertad de empresa atada a una 
función de carácter social. Sin embargo, el constituyente grava al estado con el deber imperante 
de evitar, contener y vedar cualquier restricción que obstaculice la libertad económica, así como 
impedir el abuso de posiciones dominantes en el mercado. Con lo cual el estado reconoce la 
existencia de competencia imperfecta, externalidades y prácticas restrictivas de la libre 
competencia dentro de los mercados. (Alarcón, 2016, págs. 114-115). 
Siendo así, de entre todos esos factores lesivos de las libertades económicas que prevé la 
norma,  son las prácticas restrictivas de la libre competencia las células cancerígenas de una 
economía de mercados beneficiosa para los consumidores, toda vez que por medio de estos 
comportamientos puede limitarse la cantidad de bienes o servicios a escoger, obstruirse la 
evolución tecnológica, incrementarse los precios de manera arbitraria, entre otros resultados, 
como consecuencia de maniobras anticompetitivas efectuadas por uno o varios individuos. De 
allí que el derecho a la libre competencia, se encuentre textualmente ligado a las 
responsabilidades que emanan de este mismo. 
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1.1 La cartelización y el monopolio como obstrucciones a la libre competencia comercial y 
al desarrollo económico 
 
“Homo homini lupus” (en español, el hombre es el lobo del hombre) es una metáfora con la 
cual los latinos, ya en la antigüedad, hacían referencia a la relación predatoria que pueden llegar 
a tener unos hombres respecto de otros. En términos económicos, dicha premisa encuentra 
sustento cuando  se observan, por parte de algunos actores, operaciones represivas o limitantes 
de las capacidades competitivas de otros sujetos, muchas veces por medios ilegales. Deshacerse 
de competidores, apoderarse de un mercado (monopolizarlo), o pactar acuerdos (coludirse) para 
restringir las aptitudes rivalizantes de otros individuos, son algunas de esas operaciones que se 
encuentran en el desarrollo de actividad económica y comercial. 
Por un lado, “el monopolio es una práctica anticompetitiva que puede llegar a producir daños 
en la economía de un país, por cuanto limita el crecimiento económico al no permitir a otros 
ciudadanos su participación en el comercio de determinado producto, limitando la generación de 
empleo y la confianza en la inversión de nuevas empresas.”  (Obando, 2013). 
Además de esto, la monopolización de un mercado permite fijar precios más altos a los 
bienes o servicios que se comercializan, en razón de la inexistencia de productos sustitutivos, 
motivada por una nula competencia. 
Así mismo, un comercializador monopólico puede verse afectado por la existencia de otros 
monopolios, aunque esos no se encuentren directamente en su línea de competencia. Cuando una 
empresa, por ejemplo, dedica su actividad comercial a la producción de bienes, requiere una 
materia prima que le permita transformarla en un producto definitivo. Ahora bien, en el 
hipotético caso de que uno de sus proveedores de materia prima sea, igualmente, una empresa 
con calidad de monopolio, entonces es loable que los precios de sus materias primas también 
sean abusivos, y su coste de producción se vea elevado. Es por esto que el profesor Agostini 
(2007) manifiesta que la utopía empresarial es una realidad económica en la que todos los 
mercados sean libres y competitivos, excluyendo aquel en el que se ofrezcan sus bienes o 
servicios (2007, pág. 4). De esta forma se obtienen los mayores provechos de acaparar un 
mercado de manera total; se carece de competidores pero se disfruta de la libre competencia. 
En 1972 se le otorgó el premio Nobel de economía a Sir John Hicks, quien dijo: “lo mejor 
del lucro monopólico es una vida tranquila” (1935, pág. 8) 
El principio de delación por beneficios como mecanismo fundamental para la protección de la libre 
competencia económica y una breve aplicación de la teoría de juegos  10 
 
Por otro lado, “un cartel es un conjunto de empresas pertenecientes a un mismo mercado, que 
operan concertadamente con el objeto de fijar precios de venta y/o repartirse la demanda” 
(González, 2007, pág. 1). 
En una industria competitiva, los carteles se gestan por medio de restricciones 
interindividuales, las cuales se producen cuando un número determinado de participantes 
renuncia de manera voluntaria y concordada a ciertas actividades para así superar a los otros; por 
lo que la renuncia de uno o algunos de ellos a estas prácticas solo cobra sentido en la medida de 
que los otros también se restrinjan llevarlas a cabo. Ejemplos de pactos de esta índole pueden ser 
los efectuados entre libreros para no hacer descuentos superiores a cierto porcentaje; o el 
compromiso de las tiendas de flores de cerrar sus establecimientos a las siete o las ocho de la 
noche, entre otros. Entonces, es apenas lógico deducir que dentro de los carteles es decisivo el 
ánimo egoísta para la subsistencia de acuerdos de esta naturaleza. Las partes coludidas renuncian 
conjuntamente a estas formas de promover las ventas, porque saben que en tanto uno de ellos lo 
haga los demás lo secundaran, y además de esto, porque de no seguir lo pactado no se agregara 
ningún provecho o ganancia en conjunto, sino que por el contrario los costos podrían verse 
aumentados (Simmel, 1955, págs. 76-78). 
El filósofo alemán Georg Simmel (1908) agregaba que: 
… en la esfera mercantil, el tercero en discordia es el consumidor, puesto que es notoria la senda que 
conduce a las empresas a confabularse. Una vez que los coludidos corroboran los beneficios que 
puede conllevar la restricción competitiva, estos seguramente mantendrán el cumplimiento de lo 
pactado o pudieran incluso convenir nuevos arreglos, lo cual podría, en el peor de los casos, llevar 
hasta el límite en que la competencia se vea suprimida totalmente, de tal manera que las empresas del 
cartel se distribuyan el mercado en concordancia con lo que pudieran previamente establecer. (pág. 
77). 
Por lo anterior, cabe decir que la cartelización es una operación nociva para la economía en 
muchos sentidos, por ejemplo: las empresas coludidas pueden establecer precios comerciales 
muy superiores a los costos de producción, de igual forma eliminan cualquier manifestación 
provechosa, para los consumidores, de la competencia. Además de otros efectos en contra de 
competidores directos de su área de mercado, que no se encuentren coludidos. 
Sin lugar a dudas, un mercado cartelizado es corrosivo para la salud de una economía en 
cualquier lugar del mundo. Sin embargo, los carteles son significativamente cáusticos para los 
países pobres o que se encuentran en desarrollo. En primer lugar, porque los consumidores de 
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países pobres tienen menos para gastar, y en este sentido los precios altos y cartelizados 
disminuyen aún más su capacidad adquisitiva. Aunque, es claro que los carteles no podrían 
cobrar precios iguales a los pobres que los ricos, ya que dicha estrategia podría ser incluso 
contraproducente y disminuir o nulificar las ventas a los consumidores más pobres. Aun así, 
cualquier disminución o pérdida en el capital de un consumidor que ya está batallando para pagar 
las necesidades vitales básicas, tendrá un impacto más notable y profundo respecto de su 
bienestar que el que podría tener tratándose de un consumidor rico o de un país desarrollado. En 
segundo lugar, los países que se encuentran en vida de desarrollo suelen tener niveles más bajos 
de competencia fáctica, y en consecuencia mercados menos maduros, por lo cual la cartelización 
debilita más profundamente, en estos casos, mercados que ya se encuentran desnutridos. Por 
último, muchos gobiernos de los países en vía de desarrollo, suponen evitar prácticas como la 
colusión optando por implementar un modelo económico altamente intervencionista, con precios 
controlados por el mismo estado, lo que reprime el interés inversionista de otras empresas para 
introducirse en mercados de este tipo y además con estas limitaciones. (Franco, 2006, pág. 34). 
 
1.2 La batalla legal antimonopolios 
 
En vista del flagelo económico que acarrean la prácticas restrictivas de la competencia como 
la cartelización o la monopolización comercial, el Derecho y la ley han tenido por misión generar 
una composición normativa que ofrezca garantías respecto de una economía benévola para los 
consumidores, y blinde el acceso a la libre actividad económica para los potenciales 
competidores. Sin embargo aquella no es tarea fácil, a tal punto de que al día de hoy, más de 120 
años después de la primera ley moderna antimonopolios, todavía se encuentran en la práctica 
situaciones de este talante. 
Según Miranda y Gutiérrez (2007) hay autores como Zullita y Pérez que se remontan a la 
edad media para explicar los orígenes de las políticas de competencia económica y comercial, y 
otros como sir Eduard Coke, quien asegura haber evidencias sobre prohibiciones 
antimonopólicas ya en el imperio romano. No obstante, no es sino hasta finales del siglo XIX en 
EE.UU. que emerge, de manera visible, el derecho antimonopólico moderno, en virtud de un 
entorno socioeconómico en el cual bullían los carteles y monopolios. (pág. 216) 
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1.2.1 Estados Unidos.  
 
En julio de mi 1890 se expide en Estados Unidos la Ley Sherman (Sherman Act), germen de 
la legislación antimonopolios (en inglés, antitrust) en la actualidad, y con la cual se pretendía 
establecer normas de comercio que revistieran el ejercicio de la competencia y lo preservaran 
libre e irrestricto. Esta ley contiene siete secciones, de las cuales dos son puntualmente 
significativas, en tanto conciben proscripciones pertinentes a las conductas monopolísticas y los 
comportamientos restrictivos de la competencia libre. En su sección 1, declara ilegal cualquier 
contrato o combinación en forma de “trust” o de cualquier otra clase, así como las 
conspiraciones limitantes o restrictivas tanto del tráfico como del comercio entre estados o países 
extranjeros. En su sección 2, refiere como imputable de delito punible a cualquier individuo que 
monopolice o trate de monopolizar cualquier sector comercial, o se coaligue con otro u otros 
para perseguir ese fin. De modo que, la sección 1 centra su foco en la cartelización, en virtud de 
que pretende perseguir las asociaciones empresariales que lleven a cabo acuerdos 
anticompetitivos, o que representen por si mismos una amenaza para la competencia. En cambio, 
la sección 2 tiene por objeto la caza de los monopolios, pues esta se ve estrechamente 
relacionada con los niveles de concentración de mercado y el uso inadecuado de un poder 
dominante. (Sánchez & Gómez, 2007, págs. 113-117) 
Aun así, la aplicación judicial de la Sherman Act fue, en un principio, cuestión difícil. La 
ambigüedad en sus postulados no era poca, toda vez que no especificaba de manera explícita que 
conductas se entendían como anticompetitivas o monopólicas, lo que generó incertidumbre 
respecto de cuales en concreto eran las prácticas ilegales. Dicha vaguedad conceptual llevo a los 
operadores judiciales a buscar respuestas en la jurisprudencia, encontrando que para su 
ordenamiento normativo, no era ilegal toda conducta restrictiva del comercio o práctica 
monopólica. La “regla de la razón” (en inglés, rule of reason) declaraba que en cuanto fueran 
razonables, eran legales. Esto permitió una amplia discrecionalidad judicial, frenando en gran 
medida lo perseguido por la Sherman Act. Por esto, durante el gobierno de Thomas Woodrow 
Wilson, se aprueba en 1914 la Clayton Act, con la cual se buscó enriquecer y desarrollar lo 
consignado por su antecesora, enlistando en esta nueva norma un catálogo de prácticas, 
puntuales y detalladas, objeto de punibilidad. De igual forma, a lo largo de los años, la Ley 
Clayton ha sido modificada por otras leyes que la han complementado como la Robinson-
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Patman Act en 1936 y la Céller-Kefauver Act en 1950, fortaleciendo y dando recursos legales a 
la batalla legal “anti-trust” en los Estados Unidos.  (Sánchez & Gomez, 2007, págs. 116-118) 
 
1.2.2. Unión Europea.  
 
Por su parte, en Europa la batalla legal en contra de los monopolios y carteles también ha 
tenido lugar. El 25 de marzo de 1957 se expide en Roma el Tratado Constitutivo de la Unión 
Europea (TCE), el cual no deja de lado, en su cuerpo normativo, los vetos y sanciones en contra 
de las conductas anticompetitivas, incorporando en su título VI (antiguo título V) las llamadas 
“normas comunes sobre competencia”. 
Actualmente el artículo 81 (antiguo artículo 85) y el artículo 82 (antiguo artículo 86) dan 
fundamento legal a la lucha en contra de los carteles y monopolios en los países que comprenden 
la Unión Europea. El artículo 81 se refiere a los carteles, puntualmente a los acuerdos entre 
empresas o las prácticas concertadas que puedan, de hecho, afectar al comercio dentro de los 
estados miembros de la Unión Europea, y que busquen, causen o tengan por objeto restringir, 
impedir, o falsear el juego de la competencia dentro del mercado, declarándolos incompatibles y 
prohibiéndolos. En concordancia con lo anterior, la Unión Europea no dejo a la interpretación lo 
que pudiera o no encajar dentro de aquella descripción y explícitamente enlistó una serie de 
comportamientos, como lo son: 
a) fijar de manera directa o indirecta los precios de compra o de venta, así como cualquier 
otra condición de transaccional;  
b) limitar o controlar la producción, el mercado, el desarrollo técnico o las inversiones;  
c) la repartición de los mercados o de las fuentes de abastecimiento;  
d) aplicar a terceros contratantes condiciones desiguales para prestaciones equivalentes, que 
ocasionen a estos una desventaja competitiva;  
e) subordinar la celebración de contratos a la aceptación, por los otros contratantes, de 
prestaciones suplementarias que, por su naturaleza o según los usos mercantiles, no guarden 
relación alguna con el objeto de dichos contratos.  
Amén de esto, la misma disposición declara que dichos acuerdos, de llevarse a cabo, serán 
nulos de pleno derecho. No obstante, el TCE también prevé que las disposiciones antes 
mencionadas puedan ser declaradas inaplicables a los actores en tanto que 
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“contribuyan a mejorar la producción o la distribución de los productos o a fomentar el progreso 
técnico o económico, y reserven al mismo tiempo a los usuarios una participación equitativa en el 
beneficio resultante, y sin que: a) impongan a las empresas interesadas restricciones que no sean 
indispensables para alcanzar tales objetivos; b) ofrezcan a dichas empresas la posibilidad de eliminar 
la competencia respecto de una parte sustancial de los productos de que se trate”. (Unión Europea, 
1997). 
A seguir, el artículo 82 del TCE centra su foco en las empresas que ostenten una posición 
privilegiada y dominante en el mercado, proclamando incompatible y prohibiendo la explotación 
abusiva de ese estatus, en la medida que dicha explotación pueda afectar el comercio entre los 
estados miembros. 
Cabe resaltar el énfasis que hace la norma en el factor lesivo de estas actividades unilaterales 
en el comercio, ya que es ahí donde hallamos diferencia entre la legislación europea y la 
norteamericana. Según Alarcón (2016) encontramos que ambos modelos se distancian en cierta 
medida cuando, por un lado, Europa se inclina por evitar la generación de barreras de acceso a 
futuros competidores mientras que el modelo norteamericano se concentra en controlar el poder 
de mercado conexo a los monopolios, además la principal característica diferenciadora entre un 
sistema y otro es que: mientras el eje central perseguido por el modelo europeo es regular el 




Nuestro país ostenta una de las legislaciones más antiguas, en materia de libre competencia, 
de América Latina. La primera expresión normativa, en Colombia, que propendía garantizar un 
acceso limpio a la competición económica, así como evitar y castigar la práctica de actuaciones 
anticompetitivas, se vio materializada con la expedición de la Ley 155 de 1959, la cual recogía, 
en su cuerpo normativo, postulados tanto del modelo europeo, como del estadounidense. En ella 
se consagraban explicitas prohibiciones respecto al ejercicio de acciones o métodos que 
restringieran la actividad económica libre, so pena de recibir sanciones en razón de su 
cometimiento. 
Sin embargo, en el ámbito real, las premisas que se adoptaban en la Ley 155/59 quedaron 
relegadas, de tal manera que “esa reglamentación fue insuficiente para dar paso a una 
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implementación efectiva y rara vez fue aplicada con el objetivo de preservar la competencia, y en 
su lugar, se utilizó principalmente como base legal de aplicación de controles de precios” 
(OCDE, 2009, pág. 13). 
La Constitución Política de 1991 dio comienzo a una reforma estructural de lo que era, para 
entonces, el derecho a la libre competencia, otorgándole rango de constitucional. Así las cosas, el 
estado se vio obligado a garantizar su ejercicio, ya que la constitución estableció entre sus 
funciones el deber de impedir que se obstruyera o restringiera la libertad económica, haciendo 
hincapié en la obligación de evitar  y controlar el abuso que pudieran hacer personas o empresas, 
en virtud de su posición dominante en el mercado. 
Como paso siguiente, en 1992 se expidió el decreto 2153, el cual complementaba y 
modernizaba la legislación, en materia de competencia, hasta la fecha. Motivo por el cual jugo 
un papel fundamental en la búsqueda de eficacia aplicativa de la norma, reestructurando y 
reformando la Superintendencia de industria y comercio (SIC), entregándole herramientas y 
estableciendo los procedimientos necesarios para la salvaguarda de los consumidores, factor del 
cual adolecía la Ley 155 de 1959. El decreto también describía un inventario de conductas 
sancionables, como lo eran la fijación de precios, las restricciones de producción, la repartición 
territorial de mercados, entre otros; facultaba a la SIC de poderes indispensables para que, por 
iniciativa propia o por solicitud de un tercero, llevara a cabo investigaciones, y sancionara, de 
encontrarlo pertinente. 
Una vez definidos estos parámetros, y a la luz del groso normativo colombiano, el profesor 
Miranda (1994) advertía que, desafortunadamente, a nivel nacional se habían dictado normas 
diferentes, sobre promoción de la competencia en cuanto a distintos sectores económicos, que 
otorgaban autoridad y facultades a diversas instituciones para aplicar dichas normas, como lo 
eran, entre otras: la Ley 1 de 1991, por medio de la cual se expidió el Estatuto Nacional de 
Puertos Marítimos, el cual constituía el régimen de restricciones indebidas a la libre competencia 
para ese sector, y le atribuía la facultad para la aplicación de dichas normas a la Superintendencia 
Nacional de Puertos; y el decreto 741 de 1993, por el cual se reglamentó el servicio público de 
telefonía móvil celular, estableciendo, en su artículo 55, la prohibición de prácticas 
monopolísticas y restrictivas de la competencia, en conjunto con el decreto 2122 de 1992
3
, por 
medio del cual el Presidente de la Republica reestructuro el Ministerio de Comunicaciones, 
                                               
3
 Derogado por el Decreto 1130 de 1999 
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creando la Comisión de Regulación de Telecomunicaciones y le asignándole la misión de regular 
y promover la competencia en el su sector de operaciones, facultándolo, además, para imponer 
sanciones cuando se infringiera la libre competencia (págs. 80-81). 
No fue sino hasta 2009, con la expedición de la Ley 1340, que las advertencias del profesor 
Miranda tuvieron eco en el marco legislativo; esta ley concentro en cabeza de la SIC la facultad 
de llevar a cabo las investigaciones administrativas, imponer las multas y adoptar las decisiones 
que considerase pertinentes, por transgredir, quebrantar o violar las disposiciones relativas a la 
protección de la competencia, desplazando así a cualquier otra entidad independientemente del 
sector del mercado, y relegándolas a prestar apoyo técnico a la Superintendencia de Industria y 
Comercio cuando esta lo requiera. 
 
2. El principio de delación como instrumento fundamental en la detección de carteles 
 
Si bien la cartelización es un comportamiento lesivo de la economía, por diversos factores, 
anteriormente explicados, y debe ser perseguido por el estado, en la práctica resulta difícil 
localizar las colusiones comerciales, por más explicitas que sean. González (2007) explica que 
existen dos clases de evidencia, históricamente reconocidas, para probar una colusión, siendo 
estas, la evidencia circunstancial y la evidencia material. Cuando se habla de evidencia 
circunstancial se hace alusión a aquella que es basada en la observancia del comportamiento 
comercial de los agentes económicos, el cual pretendería demostrar un acuerdo evidente entre las 
empresas que manifiesten una conducta concordante, presumiblemente pactada. De manera 
general, se tienden a tomar en consideración, como pautas indicativas de colusión coordinada, la 
actuación paralela y sincrónica de fijación de precios o contención de oferta. De otro lado, la 
evidencia material se refiere a pruebas reales y prácticas, como grabaciones, e-mails, 
documentos o minutas, que por sí mismas expongan o revelen la existencia de comunicación 
inter-partes para distribuirse el mercado o estipular precios. Cabe resaltar que las autoridades 
correspondientes suelen otorgar un valor cualitativo mayor a las evidencias materiales que a las 
de circunstancia o comportamentales. Esto se debe a que las primeras acusan más allá de 
cualquier duda, mientras que las segundas pueden corresponder a reacciones competitivas 
dinámicas, que no necesariamente sean ilegales. Por ejemplo, en los oligopolios de mercado las 
empresas coexisten interdependientemente, por ello es inferirle que los movimientos comerciales 
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de una repercutan directamente en las otras, haciendo que la imiten, sin que esto represente 
colusión alguna. (págs. 3-4) 
A tenor de lo anterior, la consecución de pruebas materiales ha resultado ser una labor 
compleja, ya que por simple deducción, puede inferirse que quienes pacten un acuerdo colusorio 
propendan por ocultar las evidencias, o en el peor de los casos destruirla. Es por esto que el 
principio de delación, delación por beneficios, o delación compensada, ha gestionado una notoria 
ebullición en la detección de carteles. 
La delación por beneficios es un método no tradicional, que ofrece una retribución a un 
agente coludido, consistente en la disminución parcial o total de la pena administrativa, en pro de 
que este acepte y confiese su participación en el cartel, delate, y aporte pruebas suficientes que 
conduzcan al desmantelamiento de la estructura y penalización de sus demás miembros. Siendo 
así, los mismos integrantes de las organizaciones cartelizadas los que busquen acogerse al 
programa, por temor otro los anticipe. 
Dos factores persuasivos pueden encontrarse en la delación compensada; el factor ex-ante, 
cuando busca impedir que un cartel se cree, por miedo a que algunos de los posibles 
involucrados rechace la oferta de colusión y delate a quienes tuvieron la intención de construirlo. 
Y ex-post, cuando logra la desestabilización de un cartel ya configurado, sembrando entre sus 
participantes la incertidumbre acerca de si alguno de ellos pudiera eventualmente ser un delator. 
En consecuencia, la posibilidad de delatar en pro de un indulto, puede jugar tanto un papel 
disuasivo a priori como a posteriori, ya que se encuentra direccionado tanto a la detección de 
carteles como a la prevención de su composición. 
La eficacia de los programas de indulgencia se mide empíricamente por el impacto en la intensidad de 
la competencia. Estimaciones econométricas basadas en datos de la OCDE para 23 países y un 
período de 20 años muestra efectos positivos y significativos de los programas de clemencia sobre la 
intensidad de la competencia. Este resultado indica que los programas de indulgencia son un 
dispositivo eficaz para la detección de cárteles y la desestabilización de cárteles (Klein, 2010). 
En detrimento de lo precedente, son muchas las voces que manifiestan falencias en el 
planteamiento del esquema de delación alrededor del mundo, para el caso concreto de Colombia, 
el ex superintendente de industria y comercio, José Miguel de la Calle Restrepo (2017) expone 
que hace falta una simbiosis entre la jurisdicción de la competencia y la penal, e incluso civil, 
explicando que trunca el proceso de acogida al programa de delación, la posibilidad de penas por 
el cometimiento de tipos punibles relacionados con la misma conducta, así como las 
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indemnizaciones a terceros, pese a la exoneración de las multas que pudiera otorgar la 
Superintendencia. La piedra angular para el éxito de la delación compensada radica en suscitar 
una elevada la confianza para el transgresor sobre el mismo programa y la jurisdicción que lo 
aplique, para que de esta forma sea preponderante la decisión de adherirse, con garantías y sin 
posteriores fluctuaciones, a este mecanismo. A pesar de esto, el programa de amnistía ha 
entregado resultados alrededor del mundo, y es el medio más eficaz en la detección de carteles 
que contraríen la competencia. 
 
2.1 Experiencia internacional con el programa de delación por beneficios en materia de 
competencia 
 
Desde su implementación en EE.UU., los programas de amnistía por delación han tenido una 
gran recepción en países de todo el mundo. En la actualidad este mecanismo es utilizado a lo 
largo de los cinco continentes, ofreciendo datos relevantes para el estudio de su eficacia como 
instrumento de protección y también como factor decisivo en la imposición de sanciones 
(Borrell, Jiménez, & García, 2012, pág. 2). 
Conforme a datos recogidos por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económico, en Estados Unidos desde 1993, fecha en la que se introdujo el beneficio de amnistía 
por delación, las multas impuestas pasaron de los 20 millones de dólares a los 1.100 millones de 
dólares en el 2000, y 3.070 millones de dólares en 2015. En la Unión Europea las multas 
aumentaron de 250 millones de euros en 1994 a 1.430 millones de euros en 2001, y 3.850 
millones de euros en 2016. Otros países han, así mismo, impuesto astronómicas multas a 
empresas dentro de sus mercados, como es el caso de Corea del Sur que en 2016 sanciono por 
721 millones de euros a agentes económicos cartelizados en relación con la manufactura; y 
Sudáfrica, que impuso una multa individual de 104 millones de euros por cartelización en la 
industria del acero y la chatarra. 
De cualquier manera, los datos anteriores no hubieran podido ser posibles de no ser por los 
programas de clemencia por delación, toda vez que estos han aumentado significativamente la 
detección de carteles, y además han posibilitado y favorecido en el proceso de enjuiciamiento, 
facilitando a las autoridades de la competencia pruebas materiales sólidas de las violaciones de 
las leyes de libre competencia. 
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La OCDE cita algunos casos de cómo los programas de clemencia, o delación por beneficios 
han generado resultados cuantificables desde su puesta en vigor en varias legislaciones, como 
por ejemplo: 
 En Estados Unidos se adoptó el primer programa de amnistía anticártel en 1973, pero no fue 
realmente efectivo hasta su reforma de 1993. A día de hoy, el programa permite a empresas e 
individuos que han participado en cárteles ser amnistiados de los castigos gubernamentales (multas y 
penas de cárcel). Más del 90% de las multas impuestas por las infracciones de la ley Sherman desde 
1996 surgieron de investigaciones basadas en la ayuda de solicitantes de clemencia; los juicios que 
contaron con la colaboración de estas personas supusieron más del 90% de todos los mercados 
afectados por los cárteles procesados por la División desde 1999. 
 En la Unión Europea, el primer programa de clemencia fue adoptado por la Comisión Europea en 
1996, y fue revisado posteriormente en 2002 y en 2006. Tras la adopción de su programa de 
clemencia, la Comisión Europea recibió numerosas solicitudes (aproximadamente 188 entre 1996 y 
2002); 46 de las 52 decisiones relativas a cárteles (88%) entre 2002 y 2008 fueron impulsadas por una 
solicitud de clemencia. 
 Pueden encontrarse experiencias parecidas en diversas jurisdicciones de todo el mundo. A modo 
de ejemplo, la Comisión de la Competencia sudafricana recibe una media de tres solicitudes de 
clemencia cada mes, lo que supera a la media mensual de las solicitudes de amnistía recibidas en 
Estados Unidos. De igual modo, el día en el que España lanzó su programa de clemencia, el 28 de 
febrero de 2008, se recibieron siete aplicaciones. (OCDE, 2016). 
Han sido entonces los resultados visibles e incuestionables de la delación por beneficio los 
que han llevado a diversas legislaciones en América, Asia, Europa, Oceanía y África (en ese 
orden) a adoptar esta herramienta en su cuerpo normativo pro competencia
4
. De igual manera, la 
cooperación internacional ha jugado un rol preponderante en cuanto a la amnistía de carteles se 
refiere, toda vez que los países más peritos en este tema han compartido su experiencia con 
aquellos que apenas la implementan; y esto no solo de manera altruista, sino en procura de lograr 
un trabajo coordinado para perseguir carteles que operan internacionalmente. 
La siguiente gráfica muestra la afluencia de países que han acogido los programas de 
delación por beneficios, demostrando lo rápido que se han arraigado, desde que Estados Unidos 
lo Implemento en 1993, hasta el 2011: 
                                               
4
 La delación por beneficios también se ha aplicado a otros campos, como la lucha contra el narcotráfico, 
principalmente en Estados Unidos, y la batalla contra el terrorismo, alrededor del mundo. 
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Figura 1. Número de países por año que acogieron el programa de amnistía por delación 




Fuente: Elaboración propia con base en la información obtenida del documento de trabajo 
“Evaluating antitrust leniency programs”, (Borrell, Jiménez, & García, 2012). 
 
2.2 Marco normativo del principio de delación en Colombia 
 
El 24 de julio del 2009, el Congreso de la Republica expidió la Ley 1340, por medio de la 
cual se dictaron pautas en materia de protección de la competencia, entre las cuales se 
encontraban sanciones a aquellas personas que efectuaran prácticas anticompetitivas, como las 
contempladas en la Ley 155 de 1959 y el Decreto 2153 de1992. En su artículo 25, gravó a las 
personas jurídicas que cometieran esos comportamientos con multas de hasta 100.000 salarios 
mínimos legales mensuales vigentes (CO$ 73.771.700.00) por cada violación, o si resultase 
mayor, hasta por el 150% de la utilidad derivada de la conducta. Y en su artículo 26, a las 
personas naturales, que igualmente contrariaran de facto aquellas prohibiciones, con hasta 2.000 
salarios mínimos legales vigentes (CO$1.475.434.000). Sin embargo, fue esta misma norma la 
                                               
5
 1993: Estados Unidos. 1997: Corea del Sur. 1999: Bélgica. 2000: Nueva Zelanda, Canadá y Brasil. 
2001: Eslovaquia, Irlanda, Francia y Republica Checa. 2002: Reino Unido, Holanda y Suecia. 2003: 
India, Hungría, Bulgaria y Australia. 2004: Suiza, Sudáfrica, Singapur, Polonia, Luxemburgo, Finlandia, 
Rumania y Noruega. 2005: Chile, Islandia e Israel. 2006: Japón, Austria, Alemania, Grecia, México y 
Portugal. 2007: Rusia, Italia y Dinamarca. 2008: España, Eslovenia y Lituania. 2009: Turquía y Colombia. 
2010: Estonia y Croacia. 2011: Taiwán y China. 
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que, en su artículo 14, introdujo la posibilidad, para los infractores, de obtener beneficios en 
razón de su colaboración con la autoridad. Dicho artículo establece que la SIC podrá otorgar 
beneficios a personas, ya sean naturales o jurídicas, que habiendo participado de una conducta 
violatoria de las normas de protección a la competencia, informaran acerca de la existencia de 
esa conducta y colaboraran proporcionando información y pruebas. Los beneficios podrían 
comprender la exoneración total o parcial de la multa que le sería impuesta en caso de sanción. 
No obstante, esta ley también dispuso ciertos parámetros para poder hacerse acreedor de las 
exoneraciones, entre ellos: a) que la información y pruebas entregadas serian evaluadas por la 
SIC, en función de la calidad y utilidad que les participe en el esclarecimiento de los hechos 
(modalidad, duración, efectos, identidad de los sujetos y su participación y beneficio) y la 
supresión de las conductas ilegales; b) la imposibilidad de recibir beneficio alguno si se contaba 
con la calidad de instigador
6
; y c) el miramiento de la oportunidad en la que las autoridades 
recibieran la colaboración. 
Seguidamente, mediante el Decreto 2896 del 05 de agosto de 2010 se reglamentó el artículo 
14 de la Ley 1340 de 2009. Este decreto establecía las condiciones generales y la forma en la que 
la SIC podría conceder beneficios a quienes colaboraran en la detección y represión de acuerdos 
restrictivos de la libre competencia. Entre las disposiciones de este decreto, es de resaltar el 
margen de reducción de la multa, según ciertos criterios. La exoneración total solo podría ser 
aplicada a quien, además de entregar información y pruebas que, según la SIC, cumplirán con los 
estándares de calidad y utilidad para la detención de las prácticas anticompetitivas y sanción de 
los demás coparticipantes, fuera el primero en el tiempo en hacerlo. Las demás personas que 
cumplieran con los requisitos formales y sustanciales de colaboración podían acceder a unos 
porcentajes menores de disminución en sus respectivas sanciones; 70% para el segundo, 50% 
para el tercero, y 30% para quienes se adhirieran, en el mismo caso, posteriormente. Para efectos 
de reconocer el orden de prelación en la comparecencia de los solicitantes, el Superintendente 
delegado fue llamado a levantar un acta que contendría la fecha y hora de las respectivas 
solicitudes, para que por medio de esta se estableciera el orden en el que los potenciales delatores 
                                               
6
 En Colombia el artículo 2.2.2.29.1.2. del decreto 1074 de 2015 definió que instigador o promotor es la 
persona que coacciona o activamente induce otra u otras personas con el objeto de que participen en un 
acuerdo restrictivo de la libre competencia. Posteriormente el decreto 1523 de 2015 redefinió el 
concepto, y actualmente se entiende como instigador o promotor a “la persona que mediante coacción o 
grave amenaza induzca a otra u otras a iniciar un acuerdo restrictivo de la libre competencia, siempre 
que dicha coacción o grave amenaza permanezca durante la ejecución del acuerdo y resulte 
determinante en la conducta de las empresas involucradas.” 
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arribaban. El decreto previó, también, que cuando un solicitante se presente primero y se 
abstenga de entregar las pruebas dentro del plazo fijado en el acta mencionada anteriormente,  la 
solicitud presentada por la persona que siga según el orden cronológico de registro tendrá 
preferencia para la suscripción del convenio de colaboración, y así sucesivamente. 
En cuanto al procedimiento para acogerse al programa de amnistía por delación, en 
Colombia, el decreto 2896 de 2010 establecía una forma y un límite de tiempo. El solicitante 
tenía a su elección dos maneras de entablar la solicitud; por medio de un escrito radicable en la 
SIC, o a través de una declaración verbal. Y en cuanto a la oportunidad para presentar la 
solicitud, esta debía presentarse antes de la fecha en la cual el Superintendente Delegado para la 
protección de la competencia presentase, en contra, informe motivado respecto de si ha habido 
una infracción. 
El 26 de mayo de 2015 fue expedido por la Presidencia de la República, el Decreto 1074, el 
cual recogía en su capítulo 29 las disposiciones del Decreto 2896 del 2010. Sin embargo, el 
capítulo 29 del Decreto 1074 seria reformado, pocos meses más tarde, por el Decreto 1523 de 
julio del 2015, por medio del cual se modificaban algunos de los preceptos respecto de los 
beneficios otorgados por delación. Son varias las enmiendas acertadas e importantes que trae 
consigo el régimen del Decreto 1523 de 2015 y que merece la pena traer a colación. La primera 
es, sin duda, los cambios que se efectuaron en las reducciones a las multas; manteniendo el 100% 
de exoneración para el primer delator, pero disminuyendo el beneficio para el segundo, quien 
recibiría una a rebaja que oscilaría entre el 30% y el 50%, y el tercero y siguientes escasamente 
se harían con una amnistía del 25%. La segunda modificación corresponde a la posibilidad de 
presentar la solicitud de colaboración, por medio de correo electrónico, además de los medios 
que ya estaban dispuestos. La tercera es la reducción del plazo para presentar la solicitud, 
debiendo ahora acudir a la autoridad de competencia hasta antes del vencimiento del término de 
los veinte (20) días para descorrer el traslado del pliego de cargos. Por último, se prevé la 
posibilidad perder los posibles beneficios, en el transcurso del proceso de colaboración, por 
diferentes motivos, entre los cuales destacan: a) cuando el delator controvierta en el curso de la 
investigación los hechos reconocidos en el trámite de solicitud de beneficios por colaboración; b) 
cuando el delator desatienda los requerimientos que realice la Superintendencia de Industria y 
Comercio para la comprobación o ratificación de la información suministrada y los hechos 
reconocidos; c) cuando el delator destruya, altere u obstaculice el acceso a información o 
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elementos de prueba relevantes en relación con el presunto acuerdo restrictivo de la libre 
competencia; y d) cuando el delator incumpla cualquiera de las obligaciones estipuladas en el 
Convenio de Beneficios por Colaboración. 
Así las cosas, las recientes modificaciones al sistema de delación resultan apropiadas y 
convenientes, siendo que el margen de diferencia entre la reducción de multas entre el primer 
delator y el segundo se extiende considerablemente, estimulando a los infractores a apresurarse 
en la presentación de solicitud de colaboración, o de lo contrario exponiéndose a que cuando lo 
hagan los beneficios sean mínimos en relación a las posibilidades, y más si se suma en la 
ecuación que ahora el tiempo límite para incoar la solicitud también se vio aminorado. Otro 
factor, en la reforma, que fomenta la probabilidad de adhesión, es la admisibilidad de la solicitud 
por medio de correo electrónico, en la medida que el solicitante no necesita acercarse a la SIC de 
forma personal, previniendo alertar a los otros coludidos. 
 
3. La teoría de juegos 
 
Suele atribuirse la concepción de la teoría de juegos como disciplina a John Von Neumann y 
Oskar Morgenstern, con la publicación, en 1944, de “Game Theory and Economic Behaviour” 
(en español, teoría de juegos y comportamiento económico). Aunque, a pesar que fueron estos 
autores quienes dieron una estructura autónoma a la teoría, hay trabajos anteriores en los que se 
preludian parte de las bases de la Teoría de Juegos, como los de los economistas Antoine 
Cournot (1838) y Francis Edgeworth (1881), los matemáticos Ernst Zermelo (1913), Emile Borel 
(1921) y del propio Von Neumann (1928). Sin embargo, la teoría de juegos clásica, como se 
concibió, ha ido evolucionando a lo largo de los años, con aportes de grandes nombres como 
John Nash, Reinhard Selten y John Harsanyi, quienes desarrollaron preceptos que han permitido 
la aplicación fructífera de la teoría de juegos no solo en la economía sino en otros campos, como 
la biología, la sociología, la ciencia política y el arte de la guerra (Pérez, Jimeno, & Cerdá, 2004, 
pág. 3). 
En cuanto a su operación, “la teoría de los juegos analiza la forma en que dos o más 
jugadores o agentes eligen estrategias que afectan conjuntamente a todos” (Samuelson & 
Nordhaus, 2004, pág. 182), siendo esto lo que se conoce como juego. De lo anterior se desprende 
que todo juego tiene, entonces, al menos tres elementos intrínsecos que le son básicos: los 
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jugadores o agentes, las estrategias o ramillete de posibles acciones dentro de las cuales puede 
mover su elección cada jugador, y los resultados o efectos que consiguen los jugadores en razón 
de cada una de las combinaciones de estrategias. Por lo cual, es el modo en el que se conjugan 
todos los elementos, el foco de la teoría de juegos, con fundamento en una hipótesis probable de 
conducta (Bernanke & Frank, 2007, pág. 336). 
Para generar una hipótesis sobre las elecciones que pudiera tomar un jugador (sea competidor 
o no), dos conceptos son fundamentales en el análisis de los comportamientos cuando se trata de 
un juego, estos son: la racionalidad y la incertidumbre. La incertidumbre en la economía permite 
tanto la medición del riesgo como su posible cobertura, en diferentes supuestos, a través de la 
especulación. Cuando un agente toma una decisión fundada en una previa especulación 
razonable, lo hace asimilando a la vez una serie de posibilidades y riesgos ponderados, para con 
base en estos elegir lo que será un riesgo planeado (Rionda, 2006, págs. 74-75). Por otro lado, 
según Sánchez (2009)  la teoría de la racionalidad parte de la presunción de que los agentes son 
racionales, por lo cual, tienen deseos y preferencias que los inducen a actuar en función de las 
mismas (pág. 13). 
En consecuencia de lo anterior, un juego comienza con la premisa de obtener el mayor 
beneficio sin conocer la estrategia del otro, aunque sabiendo que este también busca la mayor 
utilidad. Así las cosas, 
… durante el tiempo que uno de los jugadores está tratando de imaginar que es lo que están haciendo 
los demás, lo otros están pensando igualmente en cuáles serán las reacciones de sus oponentes, 
mientras toman decisiones simultáneamente de acuerdo con su propios intereses… debiendo ponderar 
hasta qué punto sus objetivos coinciden o chocan, y entonces decidir si se coopera o compite con 
todos o con algunos de ellos (Davis, 1986, pág. 16). 
Cuando dos participantes, del juego, o más deciden cooperar se conforma una coalición; 
entendida como el subconjunto de jugadores que persiguen, de manera coordinada, la mayor 
utilidad mutua en el contexto de su posible colaboración. Sin embargo, “si una empresa, Cartel u 
otra entidad es representada en el modelo con tal detalle que cada miembro del grupo es jugador 
en el juego, entonces no será suficiente decir simplemente que esos jugadores constituyen una 
coalición” (Shubik, 1996, pág. 28). Los jugadores tendrán la posibilidad de coayudarse o no 
dependiendo del tipo de juego en el que estén inmersos. 
La Teoría de Juegos distingue dos modelos de juegos distintos en su planteamiento. En los juegos no 
cooperativos o competitivos, cada jugador busca su máximo beneficio, prohibiéndose expresamente 
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cualquier tipo de acuerdos previos entre jugadores. Esta rama de la Teoría de Juegos estudia las 
diferentes estrategias que pueden emplear cada uno de los jugadores, y en los juegos de esta categoría 
existe una función de pagos asociada a cada jugador, la cual depende de las diferentes estrategias que 
se empleen. En los juegos cooperativos, los jugadores disponen de mecanismos que les permiten 
tomar acuerdos vinculantes previos al juego. Esto es, los jugadores pueden cooperar formando 
coaliciones de jugadores con el fin de obtener mayores beneficios. En un juego cooperativo no es 
necesario analizar las estrategias de los jugadores, puesto que éstos actuarán de la forma que consigan 
mayor beneficio (Albert, 2012, pág. 2). 
Otra distinción que se hace en la teoría de juegos al diferenciar los tipos juegos, 
principalmente los no cooperativos, es la correspondiente si estos son de suma nula o no nula. Se 
dice que un juego es de suma nula cuando el beneficio que obtiene un jugador es directamente 
proporcional al detrimento del otro, es decir lo que un jugador gana el otro lo pierde. Por otro 
lado, como es inferirle, los juegos de suma no nula son aquellos en los cuales los valores de 
beneficio obtenido entre un jugador y otro, en consecuencia de sus estrategias, no guardan una 
relación de proporcionalidad directa, sino que responden a cifras independientes para cada 
combinación de estrategias. 
Por último, los juegos también pueden ser extensivos o rectangulares. Zapata (2006) define 
los juegos extensivos como aquellos en los cuales los jugadores no establecen su estrategia en la 
toma de una única decisión  sino que, por el contrario, sus estrategias responden a escalonadas 
etapas, por ejemplo el ajedrez o la guerra; y los rectangulares o de estrategia pura como juegos 
donde cada individuo debe tomar, de entre varias opciones, una única decisión de manera 
simultánea con los demás jugadores (pág. 3). 
 
3.1 El dilema del prisionero y una aplicación al principio de delación 
 
Existen dos tipos de estrategias, en términos generales, de las cuales un jugador dispone al 
momento de enfrentar un juego, la estrategia dominante y la estrategia dominada. La solución 
más atractiva para resolver un juego siempre es la estrategia dominante; esta se presenta cuando 
al analizar las posibles opciones, una de estas presenta mejores utilidades que las otras 
(estrategias dominadas) independientemente de lo que elija el adversario (Samuelson & y 
Nordhaus, 2004, pág. 184). 
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Basado en lo anterior, John Nash desarrolló la teoría del equilibrio (comúnmente conocida 
como equilibrio de Nash). Nash formuló que un juego se presenta en equilibrio toda vez que la 
estrategia de cada jugador sea la mejor que se pudiera elegir, teniendo en cuenta las estrategias 
de los demás. Bajo este concepto, si un juego está en equilibrio no hay motivos racionales o 
incentivos para que ningún jugador modifique su estrategia por otra. Sin embargo, en juegos de 
ciertas características, elegir una estrategia dominante, aun cuando la partida se encuentre en 
equilibrio, pudiera no ser la mejor opción, como lo es en el dilema del que trata este capítulo. 
El dilema del prisionero es una disyuntiva comúnmente aplicada a los juegos no cooperativos 
rectangulares de suma no nula. Consiste en un problema en el que los jugadores cuentan con una 
estrategia dominante, y cuando eligiéndola cada uno, los resultados individuales y para el grupo 
son peores que si eligieran una estrategia dominada (Bernanke & Frank, 2007, pág. 340). 
Para efectos de entender mejor lo este problema propone, plantearemos y solucionaremos un  
juego con características del dilema del prisionero, y a su vez usaremos datos aplicables al 
principio de delación en materia de libre competencia, para demostrar que, a la luz de las 
opciones con las que cuenta un ente cartelizado, su mejor estrategia es delatar a sus demás 
coludidos. 
Ejemplo: Dos representantes legales de empresas, Hugo y Fidel, reciben por parte de la 
autoridad competente para la protección de la competencia (en este caso la SIC) una notificación, 
en esta se les informa que tanto sus empresas como ellos serán investigados por llevar a cabo 
prácticas restrictivas de la competencia, siendo estas cartelizarce para fijar precios, lo cual ellos 
saben que efectivamente cometieron. Sin embargo, la SIC no quiere desgastar su aparato 
investigativo, además de no contar con pruebas suficientes para imponer sanciones en ese 
momento. A los dos representantes se les prohíbe comunicarse entre sí, y además se les transmite 
que si uno confiesa y delata al otro, y el otro permanece callado, el que confiese y delate quedara 
impune y el otro pagara una multa de 1.000 dólares. Si ambos deciden confesar se le impondrá 
una multa de 500 dólares a cada uno. Y si ninguno confiesa  serán sancionados con 200 dólares 
cada uno por competencia desleal, delito para el cual la SIC si tiene pruebas. 
Los valores de la siguiente matriz de resultados muestran el monto de la multa que deberá 
pagar cada uno de los prisioneros al formar diferentes combinaciones de elecciones:  
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Figura 2. Matriz de pagos para el Dilema del Prisionero. 
 
Fuente: Elaboración propia 
 
En este juego, la estrategia dominante para ambos individuos es confesar y delatar. 
Indistintamente de lo que haga Fidel, Hugo será sancionado a una multa menor si delata y 
confiesa; si Fidel confiesa, Hugo será multado por 500 dólares (casilla superior izquierda) en 
lugar de 1.000 (casilla inferior izquierda). Si Fidel permanece callado, Hugo quedara exonerado 
(casilla superior derecha) en lugar de hacerse con una multa por 200 dólares (casilla inferior 
derecha). Como en este caso los resultados son exactamente simétricos, Fidel también recibirá 
mejores utilidades si confiesa y delata, independientemente de lo que haga Hugo. Lo 
contraproducente aquí radica en que, cuando cada uno elige su estrategia dominante y delata, 
ambos se encuentran en una situación menos provechosa para el grupo que si permanecieran 
callados en conjunto. Confesando ambos, como lo dictan sus estrategias dominantes, cada uno 
será multado con 500 dólares (casilla superior izquierda), en vez de los 200 dólares para cada 
uno si permanecieran callados (casilla inferior derecha). Estamos frente a un juego no 
cooperativo, esto traduce que en un dilema de estas calidades los jugadores no buscan cooperar, 
o bien no pueden concertarse, y siendo así, el que un jugador elija lo más conveniente para el 
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grupo no garantiza que el otro lo haga, obteniendo entonces el agente altruista la peor de las 
utilidades, en este caso la multa de 1.000 dólares. 
En resumen, la mejor de las opciones por la que podría decantarse un jugador en un dilema 
de este tipo, es su estrategia dominante, ya que la naturaleza del juego empuja al bien individual 
y no el común. Entonces para el caso de la delación por beneficios en Colombia, si se es el 
primero en delatar, y se siguen las pautas procedimentales y de fondo al pie de la letra es casi 
certero pensar que se puede acceder a una exoneración total de la multa, o a una fracción si 
alguien se adelanta; es decir, en el marco de esas reglas la estrategia dominante no sería solo 
delatar y confesar, sino además hacerlo primero. A esto sumado que, psicológicamente, 
Kahneman y Tversky (1987) mediante la prospect theory (en español se conoce como la teoría 
de las perspectivas) demostraron que las personas ponderan en mayor medida los resultados que 
estima con certeza, en relación con aquellos que considera solamente probables; a lo que 
llamaron efecto certidumbre. En este sentido, ante la inminencia de una multa (entendida como 
perdida) las personas tenderán a inclinarse por la exoneración segura del castigo, aun cuando no 
sea total, en vez del riesgo de que se les aplique en su totalidad la sanción; en virtud de nociones 
como el dominio positivo y el dominio negativo (págs. 99-101). 
 
4. El caso Kimberly Clark 
 
En Colombia, en los últimos años, tal vez el caso más famoso de cartelización se vio en el 
sector del papel higiénico y los pañales, donde se vieron involucradas las compañías de mayor 
renombre en este sector de producción. Sin embargo, fueron algunos de los mismos coludidos los 
que colaboraron a la SIC para esclarecer los hechos que dieron lugar a acuerdos de precios y 
otras prácticas anticompetitivas entre sus empresas, haciéndose acreedores a reducciones en sus 
respectivas multas, en virtud de la ley 1340 de 2009. 
En mayo de 2016, la SIC, tras la investigación al cartel del papel higiénico, sancionó a 4 compañías –
Kimberly (Colpapel), Productos Familia, Papeles Nacionales y Cartones y Papeles de Risaralda– y a 
21 personas naturales por un valor de $185.417 millones. Kimberly y Familia tuvieron las multas más 
altas, por $68.945 millones, pero por haber participado en los procesos de delación se beneficiaron 
con una reducción en los pagos de las multas: en el caso de Kimberly de 100%, y en Familia solo de 
10% porque, según la SIC, ocultó información. Para Papeles Nacionales la sanción fue de $48.261 
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millones, y para Cartones y Papeles de Risaralda la multa fue de $4.136 millones, con una reducción 
de 30% por haber colaborado con la delación” (Revista Dinero, 2017). 
El meollo del asunto, para este cartel, es que muchas de las pruebas que se usaron para 
sancionar a dichas empresas fueron aportadas por ellas mismas; Kimberly Clark, por su par su 
parte, proporciono a la superintendencia correos electrónicos en los que se contenían 
conversaciones como por ejemplo, una entre María Carolina Arenas, quien fuera la gerente de la 
División Institucional de Familia, y Jaime Ignacio López, entonces gerente nacional de ventas de 
Kimberly, en la que se lee: “Al 1º de septiembre, los compromisos a seguir son: higiénico blanco 
$26.500, higiénico natural $14.500, servilleta cuadrada $24.500, servilleta partida $24.000...” 
(Los secretos del cartel del papel higiénico, 2016). Evidencia lo suficientemente sustancial para 
la SIC, y la cual en el marco del acuerdo, cumple con los requisitos de funcionalidad y calidad, 
lo cual en conjunto con las demás pruebas aportadas al proceso y la prelación cronológica de 
acogida al programa de delación, lograron la exoneración total de la multa impuesta a 
Colombiana Kimberly Colpapel. 
Por otro lado, Kimberly Clark también fue el primer delator en el cartel de los pañales, 
proceso al que aporto como prueba más de 500 correos electrónicos, y por lo cual se le exonero 
de una multa equivalente a la que se le habría impuesto para el caso del cartel del papel 
higiénico. Así las cosas, Kimberly solo fue sancionada en el caso del cartel de los cuadernos con 
29.645 millones de pesos (situación en la que también se le amnistió un porcentaje de la totalidad 




A lo largo de este artículo se pretendió demostrar la importancia que tiene la libre 
competencia económica y sus implicaciones en cualquier sector comercial o de mercado, ya que 
este derecho muchas veces se da por sentado y no se ve con lupa lo fundamental de su acceso y 
correcto ejercicio, por ser un principio con el que se tiene contacto cotidianamente.  
Múltiples son las consecuencias negativas de restringir la competencia, como el 
encarecimiento de los precios, la disminución en la calidad de los bienes, o el des aceleramiento 
de la evolución tecnológica. Por lo cual se han creado, dentro de cada estado que pretende 
proteger su economía de mercado, instituciones encaminadas a velar por una competencia 
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comercial y económica saludable y lo más transparente posible, que permitan mantener al 
margen comportamientos como la monopolización o la colusión. 
Aun cuando es bien sabido que un mercado cartelizado es un desdén para una industria 
estable y competitiva, varios son los factores que llevan a un conglomerado de empresas a 
coludirse en pro de una mayor rentabilidad dentro de su ejercicio económico. Es así que, 
complejo resulta la detección de estas colusiones, toda vez que quienes las implementan tienden 
a ocultar las evidencias que demuestren alguna clase de pacto o acuerdo encaminado a 
cartelizarse. Por esto no solo basto con crear una legislación que prohibiera esta clase de 
prácticas, sino que se hizo necesario encontrar mecanismos alternativos para proteger la salud de 
los mercados; es el caso de la amnistía por delación o delación por beneficios. 
La delación por beneficios ha tenido una gran acogida en países de los cinco continentes, y a 
pesar de que cada país la implementa de diferente manera, son notorios los resultados que este 
programa de amnistía ha generado. Los programas de delación han facilitado el acceso pruebas 
contundentes en casos de cartelización, y estas pruebas han sido otorgadas por los mismos 
agentes cartelizados, ya que son estos mismos los que se acogen a las pautas que ofrecen las 
autoridades de la competencia en busca de una exoneración de una inminente multa. De esta 
forma las instituciones evitan un desgaste corporativo a la vez que obtienen mejores resultados al 
trabajar en coordinación con los directos implicados. 
En Colombia, la delación compensada ha dado ya sus primeros frutos desde su 
implementación en 2009. Desde 1959 nuestra legislación ya contaba con unas bases para 
protegen la libre competencia económica, pero con la introducción de la ley 1340 de 2009, más 
puntualmente su artículo 14 donde se otorga facultades a la SIC para otorgar beneficios por 
cooperación, se ha fortalecido el instrumento institucional pro competencia. Han sido varios los 
decretos que han regulado y modificado el régimen legal de la delación por beneficios, 
disminuyendo los beneficios para quienes no sean el primero en acogerse al programa para cada 
caso en concreto; reduciendo el tiempo de adhesión oportuna al programa; y  habilitando 
distintos medios para solicitar la inclusión en el programa. En detrimento de lo anterior, pese a 
ser muchas las modificaciones provechosas al régimen de la delación, hace falta una 
sincronización por parte de las diversas jurisdicciones para que, por ejemplo, quien colabore con 
la SIC y se vea exonerada de la multa, obtenga también beneficios en el ámbito penal. 
El principio de delación por beneficios como mecanismo fundamental para la protección de la libre 
competencia económica y una breve aplicación de la teoría de juegos  31 
 
Por su parte, la teoría de juegos permite establecer unas posibles normas de conducta, 
basadas en la ponderación de diferentes estrategias dentro del espectro de lo que se entiende por 
juego, y a la luz de estas definir que configuración de elecciones estrategias podrían ofrecer 
mejores utilidades. Siendo entonces un juego la competencia entre los diversos entes coludidos, 
ante la posibilidad de delatar a otro en pro de un beneficio como la exoneración de la multa. 
Cabe aplicar algunos de los postulados de la teoría de juegos al principio de delación, para que a 
través de este se haga una somera medición de lo factible que puede ser para un agente 
cartelizado adherirse a la cooperación por amnistía, y así mismo vislumbrar que tan eficaz es el 
programa en sí. 
El dilema del prisionero es la disyuntiva que más se aproxima a el problema al que se 
enfrentan los posibles delatores, en razón de su competición mutua para no solo acogerse al 
programa sino ser también el primero en hacerlo, toda vez que esto les generaría una utilidad 
muchísimo mayor independientemente de cual sea la decisión que tomen sus cojugadores. 
El caso Kimberly Clark muestra, sin lugar a dudas, que tan beneficioso puede ser para un 
integrante de un cartel ya conformado, servir como cooperador de la autoridad facultada para 
otorgar amnistías en materia de violaciones a la competencia; dos exoneraciones totales, cada 
una por un cartel diferente, y una multa reducida por otro, muestra que las utilidades por delación 
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